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Sr. S. de Vega, Presidente La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 12 
de mayo de 2022, ha examinado el 
procedimiento de resolución del 
contrato de obras de renovación de 
la red de abastecimiento, fase 1ª, 
del municipio de xxx1, y, a la vista 
del mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

 
Sr. Ramos Antón, Consejero  
Sra. Ares González, Consejera y 
ponente 
Sr. Herrera Campo, Consejero 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 

 
 
 

DICTAMEN 172/2022 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 6 de abril de 2022 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el procedimiento de resolución del 
contrato de obras de renovación de la red de abastecimiento, fase 1ª, del 
municipio de xxx1, suscrito entre la Diputación Provincial de xxx2 y 
Construcción y Obra Civil qqqq, S.L. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 21 de abril de 2022, se 
procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 172/2022, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, tal y como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia a la Consejera Sra. Ares González. 

 
Primero.- El 13 de mayo de 2021 la Diputación Provincial de xxx2 

adjudica el contrato de obras de renovación de la red de abastecimiento, fase 
1ª, del municipio de xxx1 (Obra 286) (10º Grupo) (Plan de Cooperación Bienal 
2020/2021), a Construcción y Obra Civil qqqq, S.L. El contrato se formaliza el 7 
de junio siguiente.  
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La cláusula 21 del pliego de cláusulas administrativas particulares 
establece que “El plazo máximo de ejecución de cada una de las obras aparece 
debidamente especificado en el Anexo I adjunto al presente Pliego y su 
cómputo comenzará desde el día siguiente al de la suscripción de la 
correspondiente Acta de Comprobación del Replanteo, que deberá firmarse en 
el plazo máximo de mes a contar desde la formalización del contrato (…)”. (No 
consta en el expediente remitido dicho anexo 1). 

 
Según se indica en el contrato, la adjudicación al contratista se efectuó 

en la cantidad de 93.853,53 euros más IVA y un plazo de ejecución de las obras 
de dos meses (cláusula 4ª); y figura que “para responder del cumplimiento de 
este contrato por el adjudicatario se ha constituido fianza definitiva por importe 
de 4.692,68 €, equivalente al 5 % del importe de la adjudicación, (IVA 
excluido), como garante del correcto cumplimiento de sus obligaciones 
contractuales en la Depositaria de Fondos Provinciales, Carta de Pago Nº 
202100037433” (cláusula 5ª del contrato). 

 
Segundo.- El 25 de octubre de 2021 el director de obra emite informe 

en el que señala que el 1 de julio de 2021 se firmó acta de comprobación de 
replanteo negativa “Por afluencia de gente en esta época, pudiéndose producir 
peligro para la ejecución de las obras, por ser calles principales donde se 
pretende actuar”. Y añade: “Con fecha de 22 de octubre de 2021, se instó 
mediante comunicación, a la empresa Construcciones y Obra Civil qqqq, S.L., 
para la firma del correspondiente acta de comprobación positiva, no 
presentándose a la firma de la misma, sin justificación, por lo tanto, lo pongo 
en su conocimiento para tomar las medidas o decisiones oportunas”. 

 
El mismo día 25 de octubre los servicios técnicos provinciales emiten un 

informe en el que, tras reproducir el contenido del director de obra, proponen 
“la resolución del contrato de la obra, al no comparecer el contratista, sin 
justificación, en la fecha y hora propuestas por el director de la obra para la 
firma del acta de comprobación de replanteo”. 

 
El 26 de octubre la coordinadora de Cooperación y Planes Provinciales, 

con el visto bueno del diputado de Economía, Hacienda y Planes Provinciales, 
propone al órgano de contratación “iniciar el expediente de resolución del 
contrato”. 

 
Tercero.- El 20 de enero de 2022 la coordinadora de Contratación, 

Informes y SS. Jdcos, con el visto bueno del secretario general, emite informe 
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sobre la legislación aplicable y el procedimiento a seguir para tramitar el 
expediente de resolución del contrato. 

 
Cuarto.- Por Resolución de 31 de enero de 2022, del Presidente de la 

Diputación, se inicia el procedimiento de resolución del contrato por causa 
imputable al contratista y se concede audiencia a este.  

 
Quinto.- En el trámite de audiencia el contratista presenta alegaciones 

el 18 de febrero, en las que instan la resolución del contrato, pero no por causa 
imputable al contratista, por lo que solicitan la devolución de la garantía. 

 
Sexto.- El 14 y el 23 de febrero se aprueban rectificaciones de errores 

de la Resolución de 31 de enero anterior, relativas al importe de la garantía 
definitiva cuya incautación se propone y a la concesión de audiencia no solo al 
contratista, sino también al avalista, y se concede trámite de audiencia a 
ambos. 

 
Séptimo.- En el nuevo trámite de audiencia, el 11 de marzo de 2022 el 

contratista presenta nuevas alegaciones en las que rechaza que haya existido 
incumplimiento del contrato. Afirma que “el contratista presenta una oferta y 
firma un contrato que se le ha adjudicado, en la confianza legítima de que 
levantada un acta negativa a petición del ayuntamiento para que las obras no 
entorpeciesen la época estival en el pueblo, se suspende el inicio de las obras y 
no se vuelve a dar orden (acta positiva) de comienzo de las mismas”. Por ello, 
concluye que las obras no se iniciaron en julio de 2021 porque la Administración 
solicitó su paralización, por lo que la suspensión no es imputable a la 
contratista. En todo caso reitera que procede resolver el contrato, pero no por 
incumplimiento del contratista, por lo que solicita la devolución de la garantía.  

 
No constan alegaciones del avalista. 
 
Octavo.- El 24 de marzo de 2022 el director de obra emite informe en el 

que, entre otras cuestiones, señala que “El día 21 de octubre de 2021, una vez 
finalizado el periodo estival y no teniendo conocimiento de ninguna situación ni 
razón para no empezar las obras, se citó a la empresa adjudicataria para la 
firma del acta de comprobación de replanteo positivo. Acta, que no fue firmada, 
por incomparecencia de la empresa adjudicataria; sin exponer o alegar ninguna 
razón”. 
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Noveno.- El 29 de marzo de 2022 los servicios técnicos provinciales dan 
su conformidad al informe del director de obra. 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El artículo 4.1.i),3º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del 

Consejo Consultivo de Castilla y León, establece la preceptividad del dictamen 
del Consejo en los expedientes de resolución de contratos cuando se formule 
oposición por parte del contratista. 

 
2ª.- El procedimiento de resolución contractual se regula en el artículo 

191 de la LCSP, relativo al “Procedimiento de ejercicio”, que establece como 
trámites preceptivos la audiencia al contratista y, cuando se formule oposición 
por parte de este, el dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo 
equivalente de la Comunidad Autónoma respectiva.  

 
Por su parte, el artículo 109 del Reglamento General de la Ley de 

Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto 
1098/2001, de 12 de octubre (RGLCAP), impone, además de la audiencia del 
contratista, la del avalista o asegurador cuando se propone la incautación de la 
garantía; y también la emisión de informe jurídico. 

 
En el expediente sometido a consulta se advierte que el procedimiento 

no se ha tramitado en su totalidad antes de solicitar el dictamen de este 
Consejo Consultivo. Se advierten las siguientes omisiones y deficiencias: 

 
 a) El contratista parece rechazar en sus alegaciones que se le 

haya citado para la firma del acta de comprobación del replanteo el 21 de 
octubre de 2021.  

 
 Por ello, dado que es en esta causa en la que se fundamenta la 

resolución del contrato, deben incorporarse al expediente el documento o 
documentos que acrediten la citación realizada y su efectiva recepción por el 
contratista. 
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 b) Se advierte que el informe jurídico y la resolución de inicio del 

expediente indican, al referirse al trámite de audiencia del avalista o 
asegurador, “que en el supuesto que nos ocupa no procede [dicha audiencia], 
ya que al tratarse de un contrato menor no fue constituida fianza definitiva”. 
Resulta evidente que, dado el importe que figura en el contrato, tal expresión 
no resulta correcta, máxime cuando, además, se propone la incautación de la 
garantía. 

 
 c) El informe jurídico emitido (considerando como tal el evacuado 

por la coordinadora de Contratación, Informes y SS.Jdcos.) se limita a una 
exposición de la legislación aplicable y el procedimiento a seguir para tramitar 
el procedimiento de resolución del contrato.  

 
 Sin embargo, dicho informe debe pronunciarse de forma específica 

sobre el procedimiento tramitado y sobre la concurrencia de las causas 
invocadas para resolver el contrato. Por ello, debe emitirse un nuevo informe al 
respecto. 

 
 d) No consta la propuesta de resolución al órgano de contratación. 

El último documento obrante en el expediente es el informe a las alegaciones 
realizado por el director de obra y su ratificación por los servicios técnicos 
provinciales. 

 
 El artículo 50 del Reglamento de Organización y Funcionamiento 

del Consejo Consultivo, establece en su apartado 1 que las solicitudes de 
dictamen “se acompañarán del expediente administrativo foliado, en el que se 
deberá incluir toda la documentación y antecedentes necesarios para 
dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así como el borrador, proyecto o 
propuesta de resolución. A la documentación y antecedentes se acompañará un 
índice numerado de documentos”. Y el apartado 2 añade que “El Consejo podrá 
devolver a la autoridad consultante las consultas que no reúnan las condiciones 
señaladas en el apartado anterior”. 

 
 Debe, pues, formularse una propuesta de resolución en la que, 

concluido el trámite de audiencia y emitido informe jurídico en los términos 
expuestos, se analicen las alegaciones efectuadas por el contratista y se 
fundamente la concurrencia de la causa de resolución invocada por la 
Administración consultante. 
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Las omisiones indicadas impiden a este Consejo pronunciarse sobre el 
fondo del asunto, por lo que deberán subsanarse con carácter previo a plantear 
de nuevo la consulta preceptiva. 

 
3ª.- Sin perjuicio de lo anterior, se advierte que el procedimiento de 

resolución contractual podría haber caducado, dada la fecha de inicio del 
procedimiento y la omisión de resolución de suspensión del plazo para dictar y 
notificar la resolución. 

 
A diferencia de la regulación anterior -que no establecía plazo específico 

de duración del procedimiento-, el artículo 212.8 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP) determina que el plazo 
máximo de resolución del procedimiento es de ocho meses, produciéndose en 
otro caso su caducidad.  

 
Sin embargo, la Sentencia del Tribunal Constitucional de 18 de marzo de 

2021, por la que se declara la inconstitucionalidad de determinados preceptos de 
la LCSP, ha afectado directamente al referido artículo. La sentencia considera que 
“se trata de una norma de naturaleza auxiliar y procedimental que no puede ser 
considerada básica. La regulación relativa a la duración de la tramitación de los 
expedientes de resolución contractual podría ser sustituida por otra elaborada 
por las comunidades autónomas con competencia para ello, sin merma de la 
eficacia de los principios básicos en materia de contratación pública (STC 
141/1993, FJ 5). 

 
»Por tanto, procede declarar contrario al orden constitucional de 

competencias al art. 212.8 LCSP. No se precisa pronunciar su nulidad, dado que 
la consecuencia de aquella declaración es solamente la de que no será aplicable 
a los contratos suscritos por las Administraciones de las comunidades 
autónomas, las corporaciones locales y las entidades vinculadas a unas y otras 
[SSTC 50/1999, FFJJ 7 y 8; 55/2018, FFJJ 7 b) y c)]”. 

 
En la Comunidad de Castilla y León existe la disposición adicional primera 

de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y 
Financieras, que señala en su apartado 2 que “En el ámbito de la 
Administración General e Institucional de la Comunidad de Castilla y León el 
plazo máximo para resolver y notificar los procedimientos de resolución de los 
contratos celebrados por aquellas, cuando se hayan iniciado de oficio, será de 
ocho meses contados desde la fecha del acuerdo de iniciación, transcurrido este 
plazo sin que se haya dictado y notificado resolución expresa se producirá la 
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caducidad en los términos previstos en el artículo 44.2 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común”. Sin embargo, tal disposición tampoco se 
aplica a las entidades locales. 

 
Por ello, ante la ausencia de un plazo específico para el procedimiento de 

resolución de los contratos de “las corporaciones locales y las entidades 
vinculadas”, deben aplicarse las previsiones de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC), 
(norma de carácter básico), que establecen que cuando las normas reguladoras 
de los procedimientos no fijen el plazo máximo, este será de tres meses 
(artículo 21.3) a contar desde la fecha del acuerdo de iniciación; y que la falta 
de resolución expresa en determinados procedimientos iniciados de oficio 
producirá su caducidad (artículo 25.1.b). 

 
A la luz del precepto transcrito, podría haberse producido la caducidad 

del procedimiento de resolución del contrato (cuestión que deberá analizarse 
por la Administración consultante), ya que el procedimiento se inició el 31 de 
enero de 2022 y no consta que se haya hecho uso de la facultad de suspensión 
del plazo máximo para resolver recogida en el artículo 21.1.d) de la LPAC, que 
debe ejercitarse y notificarse al interesado con anterioridad a que expire el 
plazo máximo para resolver.  

 
Finalmente, conviene recordar que es criterio de este Consejo Consultivo 

que la solicitud de dictamen, por sí misma, no produce efectos suspensivos del 
plazo máximo para resolver y notificar la resolución de un procedimiento, sino 
que es preciso que dicha suspensión sea acordada de forma expresa y 
notificada a los interesados antes de que se produzca la caducidad (en este 
sentido las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de junio de 2004 o de 2 de 
octubre de 2007). 

 
III 

CONCLUSIONES 
 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
En el estado actual del expediente, no procede emitir dictamen sobre el 

fondo del asunto en el procedimiento de resolución del contrato de obras de 
renovación de la red de abastecimiento, fase 1ª, del municipio de xxx1, suscrito 
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entre la Diputación Provincial de xxx2 y Construcción y Obra Civil qqqq, S.L., sin 
que, por ello, pueda entenderse cumplido el trámite del dictamen preceptivo del 
Consejo Consultivo. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 

 


